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Xochitl Galvez vs. AMIL.O:
el derecho de réplica en la
mananera

a decisién judicial que obliga al presidente Lépez Obrador

a permitir el derecho de réplica de la senadora Xéchitl Gal-

vez Ruiz en su conferencia de prensa mafanera no es un

triunfo de la oposicién politica al gobierno, sino la sefial de

vida de un derecho ciudadano para defender el derecho al
honor, a la vida privada, a la buena imagen y a la buena reputa-
cién de quienes se sientan agraviados por la difusién de informa-
cién falsa o inexacta, a pesar de que su ejercicio pleno no sea to-
davia gratuito, inmediato y oportuno.

El derecho de réplica significa que los consumidores de infor-
macién tengan las dos versiones de un mismo hecho, para que
puedan formarse un criterio respecto a lo que se dijo.

Apenas la semana pasada, la Suprema Corte aprobé un pro-
yecto del ministro Arturo Zaldivar contra la revista Proceso para
obligarla a publicar en su portada una réplica del diputado Ja-
vier Lopez Casarin en el mismo espacio y con las mismas caracte-
risticas del reportaje que el diputado considera inexacto.

“Exigir que la réplica se publique integramente, con carac-
teristicas similares, en la misma pagina'y con la misma relevan-
cia que la nota que la provocé es una medida necesaria. De
lo contrario, por ejemplo, podria suceder que una nota se pu-
blique en la portada de un periédico, y que la réplica se difun-
da en una seccién de menor prominencia, con lo cual se veria
trastocada la equidad que persigue el derecho de réplica para
garantizar la libre expresién y el acceso a la informacién co-
lectiva”, escribié el ministro Zaldivar, expresidente de la Cor-
te y sefalado como aliado del presidente en el maximo érga-
no constitucional.

Con ese criterio, la senadora Gdlvez Ruiz tendrd todo el dere-
cho de subir al estrado de la mafianera, tomar el micréfono de
Lépez Obrador y presentar su versién sobre lo dicho por el presi-
dente y que la senadora considera que estuvo equivocado.

Dijo el presidente en su mafianera del 5 de diciembre de
2022: “Acaba de decir la sefiora Xéchitl Gélvez que ella va a
quitar los programas de apoyo a los adultos mayores”, citan-
do equivocadamente a la senadora, quien si dijo: “Yo estoy de
acuerdo en apoyar a los que menos tienen, por supuesto que
estoy de acuerdo en esas fransferencias, pero me parece que
es insuficiente” en un foro en la FIL de Guadalajara el 29 de
noviembre.

Las mafianeras son un “método de comunicacién sui generis”
y un “formato novedoso del modelo de comunicacién guberna-
mental”, definié el Tribunal Electoral (SUP-REP-3/2021), un ejerci-
cio desacoplado de “las maneras tradicionales de fransmitir infor-
macién por parte de cualquier érgano de gobierno”.
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Pero por mds innovadoras que puedan ser, las mafianeras son
un medio de difusién de informacién gubernamental encabezo-
do por el presidente de México y, en consecuencia, un “emisor
de informacién responsable del contenido original”, obligado a
cumplir con la ley reglamentaria del derecho de réplica.

Me parece improbable que Xéchitl Gélvez suba a la tribuna
presidencial, pero si lo hace su réplica deberd “limitarse a la in-
formacién que la motiva y en ningdn caso podré comprender jui-
cios de valor u opiniones” ni “exceder el tiempo o extensién del
espacio que el sujeto obligado dedicé para difundir la informe-
cién falsa o inexacta”, como dice la ley de réplica.

No deja de ser curiosa la buena suerte de Xéchitl Gdlvez de
encontrar un juez que confirmara su derecho de réplica (Hugo
Roberto Pérez Lugo, titular del Juzgado Segundo de Distrito en
Materia Civil en la Ciudad de México), a diferencia de lo ocu-
rrido con la politéloga y columnista Denise Dresser, quien en un
ejercicio similar tuvo la pésima fortuna de topar con un juzgador
que le negé el amparo. Demuestra que la justicia es un volado, al
arbitrio de criterios discrecionales.

Tampoco pasa inadvertido que en todos los casos (incluido el
del diputado Lépez Casarin) las personas tuvieron que contratar
abogados para buscar por medios judiciales el ejercicio de un
derecho fundamental que deberia ser gratuito, inmediato y opor-
tuno, en beneficio del patrimonio moral de las personas, del de-
bate piblico y de la calidad de la informacién.
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